DECRETO Nº 260/06

                                         VISTO: El recurso de apelación interpuesto a fs. 335/345 por la contribuyente “TELECOM PERSONAL S.A.”, Registro de Inscripción (No Posee), en contra de la Resolución Administrativa Nº 0034-ADM./F.E./2005-AGIP, de fecha 28 de Octubre de 2005, dictada por la Administración General de Ingresos Públicos de esta Municipalidad de la Ciudad de San Francisco (fs. 320/334); y

CONSIDERANDO:

I) Que el Recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma (arts. 133, 135 y conc. del Código Tributario Municipal Nº 4881 y modif. - en adelante, C.T.M.-), y debidamente concedido por el Organismo Fiscal, por lo que cabe el abocamiento de este Departamento Ejecutivo Municipal a los fines de su debido tratamiento y resolución (arts. 136, 138 y conc. del C.T.M.).

II) Que el recurrente plantea una serie de agravios que se dan aquí por reproducidos in totum, sin perjuicio del análisis particularizado que a continuación se formula. 

III) Que corresponde en primer término dar tratamiento al planteo del contribuyente referido al ejercicio de la potestad tributaria por parte de este Municipio, respecto de las actividades que realiza en el ámbito local.

Especialmente, considera que se da en el caso la “doctrina de la interferencia”, que tiene lugar siempre que exista obstaculización local al regular desarrollo de las actividades cuya legislación, fiscalización y contralor corresponde a la jurisdicción federal (art. 75, inc. 13).

Expresa que en el caso concreto tal situación se configura a partir de que la Municipalidad de San Francisco exige el cobro de una tasa sin que pueda prestar efectivamente ningún tipo de servicio correlativo, por cuanto “TELECOM PERSONAL S.A.” no posee local o establecimiento habilitado en esta jurisdicción que pudiera recibir dichos servicios. 

Agrega que ello se manifiesta además, en las disposiciones de la ley 19.798 sobre Telecomunicaciones (específicamente la del art. 3°, inc. c ) que determina la regulación federal del servicio telefónico. Finalmente, y como corolario de esta misma postura, expresa abonar la tasa que corresponde a la COMISION NACIONAL DE COMUNICACIONES prevista en el decreto N° 1185/90, retributiva de los servicios de control, fiscalización y vigilancia sobre las estructuras de los equipos, instalaciones y servicios de telecomunicaciones.

 Considera asimismo la recurrente que la Resolución apelada distorsiona el verdadero sentido del pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación recaído en autos “TELEFÓNICA DE ARGENTINA c/ MUNICIPALIDAD DE CHASCOMÚS” del 18/04/97 (Revista Impuestos, 1997 – B, pag. 2059)

III.1) En primer término, y en lo que a la efectiva prestación de servicios refiere –incluyendo lo que concierne a la cita del precedente
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 “Compañía Química S.A. c/ Municipalidad de Tucumán”- , corresponde remitirse a lo ya extensamente dicho en la Resolución N° 0034 apelada, por compartirse los fundamentos allí expuestos, y por considerar que nada agrega en verdad la contribuyente a dicho planteo.

Ello no obstante se resalta que el art. 164 del C.T.M. al definir el hecho imponible del tributo reclamado, exige claramente los dos extremos propios de una “tasa”: 1) el ejercicio en el ejido municipal de actividades comerciales, industriales, de servicios u otras a título oneroso y los hechos o acciones destinados a promoverla, incentivarla, difundirla o exhibirla de algún modo, y 2) la prestación por el municipio de los servicios enumerados por la norma y cualquier otro no retribuido por un tributo especial y que tienda al bienestar general de la población. 

El primero de los extremos no ha resultado controvertido por la firma.

En relación al segundo de ellos, se entiende que siempre que la Municipalidad preste efectivamente un servicio –a quien también ejerce efectivamente una actividad en su ejido– se encuentra legitimada para proceder al cobro de la tasa que incluye al mismo en su hecho imponible.
Así, reiteramos que el dispositivo citado menciona los servicios de higiene, contralor, seguridad, organización, coordinación del transporte, etc. y cualquier otro no retribuido por un tributo especial que tienda al bienestar general de la población.

Conforme ha interpretado desde antiguo la doctrina judicial, un municipio puede legislar un tributo de este tipo que por su naturaleza es una tasa compensatoria de un servicio público que delimita la misma ordenanza y que representa para el municipio una organización dispuesta de un modo regular y continuo, con vistas al aludido servicio (Suprema Corte de Buenos Aires, 5/7/66, L.L. XXVII, pág. 964).

Así, también se ha dicho que: “Cuando el servicio que debe realizar el estado ha sido instituido en ventaja o utilidad del particular, el mismo debe ser concretamente prestado a quien lo paga, pues la contribución del último recibe su causa en el beneficio recibido; pero la situación difiere cuando el servicio ha sido instituido con finalidades de interés general, teniendo en mira a la colectividad, pues entonces la tasa debe pagarse en tanto se lleve a cabo la actividad administrativa prevista por la ley.” (Tribunal Fiscal de La Plata, “L.L.” 89-434; Idem, “J.A.”, 96 1-11-178).

Que el tributo en cuestión se refiere a una serie de servicios que no deben considerarse en forma aislada sino conjuntamente, y cuyo objetivo es que las actividades lucrativas ejecutadas en su ejido, lo sean en forma ordenada, pacífica, segura y con mutuo respeto de los derechos de cada uno. Esto se hace, ya sea controlando el buen estado de los edificios; coordinando el transporte; ordenando el tránsito y regulando el estacionamiento; denominando, numerando y asignando sentido a las calles y, en general, organizando las reglas básicas para la promoción, ejercicio y progreso de las actividades comerciales, industriales y de servicios que se desarrollan en la ciudad, entre ellas las cumplidas por la impugnante. Por
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otra parte, todas las nombradas son actividades de contralor y organización que no cumplimenta ninguna otra autoridad (ni nacional, ni provincial) en la ciudad.

Remitimos aquí a la jurisprudencia citada –y que compartimos- en la Resolución N° 0034-ADM/F.E./2005-AGIP apelada, y pese a que la apelante considere cuestionables y revisables las conclusiones que en algunos de ellos expresaran los tribunales intevinientes. (“FLEISCHMAN ARGENTINA INCORPORATED c/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DIRECTO” -sentencia del 20/02/2001, “KODAK ARGENTINA S.A.I.C. C/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN”, “INSTITUTO SIDUS I.C.S.A. C/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO”).

Caben asimismo algunas aclaraciones en relación a lo dicho por la firma en relación a la calificación de “sofisma” de las expresiones de la Resolución N° 0034 respecto del pronunciamiento recaído en autos “Compañía Química S.A. c/ Municipalidad de Tucumán”.

En relación a ello, resulta incorrecto considerar que la Municipalidad de San Francisco pretenda no seguir la doctrina de la corte. 

En verdad, y tal como surge de la Resolución apelada, “el precedente Cía. Química c/ Municipalidad de Tucumán sólo se refiere que a los servicios integradores del hecho imponible de una tasa deben ser efectivamente prestados para otorgar validez a la misma”; por lo que la pretensión municipal responde a lo que claramente dejó allí sentado el Alto Tribunal, es decir, a una “concreta, efectiva e individualizada prestación de servicios”, lo que no debe identificarse –pues tal cosa no ha sido dicha por el Tribunal-, con su divisibilidad en unidades de prestación. 

Ello así, lo que apuntara la resolución apelada es que del texto de dicho pronunciamiento no se desprende cuáles fueron las relaciones entre Cía. Química y la Municipalidad de Tucumán y si ésta prestaba servicios como los que efectivamente ejecuta esta Municipalidad de San Francisco (y ello según se dijera supra y mediante la Resolución apelada, a cuyos términos se remite). 

Por lo manifestado, se tienen por acreditados los extremos requeridos por el art. 164 del C.T.M. para tener por configurado el hecho imponible de la “Contribución que incide sobre el comercio, la industria y las Empresas de Servicios” en cabeza de la impugnante. 
III.2) Que en relación a la ya tratada cuestión relativa a la inexistencia de local habilitado, corresponde expresar nuestra absoluta conformidad con lo que fuera ya largamente expresado mediante la Resolución Determinativa N° 0034-ADM./F.E./2005-AGIP, así como lo sentado en extenso a partir de los pronunciamientos judiciales que fueran allí citados y en su parte pertinente transcriptos. Ello así, remitimos a lo ya expuesto en la aludida resolución.

Reiteramos por ello que la norma del art. 164 del C.T.M. no exige la existencia de un inmueble (local, depósito o presencia física de cualquier tipo) del contribuyente ubicado en el ejido municipal, para que se configure el hecho imponible.
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Resulta suficiente que el contribuyente desarrolle en el ámbito municipal una actividad efectiva, con indudable presencia física (aun cuando carezca de local, habilitado o no, en el municipio) y concierte operaciones en ese espacio territorial, lo que en este caso ocurre y no aparece controvertido por “TELECOM PERSONAL S.A.”, actividad ésta que se vincula a los servicios prestados por el  municipio local.

Así, la innecesariedad de que exista un local o depósito habilitado en jurisdicción municipal a efectos de pretender el cobro del tributo en cuestión, fue ya ratificada por la jurisprudencia local. En tal sentido, se deja citada nuevamente para su consulta y estudio, alguna de la copiosa jurisprudencia –aunque no compartida y cuestionada por la apelante- que así lo ha dejado esclarecido: “FLEISCHMAN ARGENTINA INCORPORATED c/ MUNICIPALIDAD DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DIRECTO” -sentencia del 20/02/2001- la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia;  Sentencia Nº 163, de fecha 31 de octubre de 2001, dictada en los autos “Kodak Argentina S.A.I.C. c/ Municipalidad de Córdoba - Contencioso Administrativo - Plena Jurisdicción - Recurso de Casación”, del mismo Tribunal y sala; “INSTITUTO SIDUS I.C.S.A c/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO - C.A.P.J.” (sentencia del 22/03/2001) de la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la Ciudad de Río Cuarto. La referida Cámara también ratificó su postura, al dictar sentencia en los autos “Bristol Myers Squibb Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto -C.A.P.J.” (sentencia Nº 46 de fecha 04 de septiembre de 2001).

Asimismo, ha quedado acreditado en autos que la firma realiza gastos y obtiene ingresos atribuibles a la jurisdicción municipal, conforme técnicas del Convenio Multilateral, lo que es manifiesto ejercicio de actividad gravada efectiva, física, tangible y en el territorio sobre el cual es competente la Municipalidad de San Francisco. En definitiva, cuando ha habido ingresos devengados por la actividad y gastos relacionados con ella, implica que hubo ejercicio de actividad; aún cuando no exista un local o depósito habilitado en el ejido municipal. Lo dicho resulta suficiente a fin de rechazar el agravio de la quejosa en este sentido.
III.3) Dicho todo ello, ocurre que no existe en verdad sustento para considerar que ha existido “interferencia” alguna a la jurisdicción de orden federal, tal como ha pretendido fundarla la contribuyente, desde que la pretensión municipal se inscribe dentro de su ámbito propio y legítimo de competencia, y además no ha violentado ninguna norma de naturaleza superior.

Para más, agreguemos que en efecto, las funciones, atribuciones y finalidades de los municipios de la Provincia de Córdoba son ampliamente desarrolladas por la Constitución local. Una atenta lectura de su articulado, en especial del artículo 186, demuestra claramente lo dicho.
En efecto, las tareas allí explicitadas fundamentan un necesario poder de imposición fiscal que recae sobre aquellos contribuyentes que incurren en
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 las condiciones previstas legalmente como configuradoras del hecho imponible previsto por el art. 164 CTMV.

En este sentido, no se ve que este poder fiscal -recaído sobre la actividad de la firma- pueda afectar intereses nacionales, y especialmente obstaculizar la comercialización del servicio que presta.

En efecto, y tal como fuera dicho en la Resolución recurrida, de ningún precepto constitucional se desprende tal conclusión.  La circunstancia de que la actividad realizada por la empresa sea de aquellas reguladas por una ley correspondiente al orden federal, de ninguna manera excluye las potestades locales de los entes gubernamentales locales cuando en dichas jurisdicciones se realizan hechos que –no resultando incompatibles con aquellos previstos en órdenes superiores– resultan efectivamente previstos y reglamentados en los respectivos ordenamientos impositivos locales.

En relación al análisis del pronunciamiento recaído en autos “Telefónica de Argentina c/ Municipalidad de Chascomús”, digamos que el art. 164 del CTMV define claramente cuáles son los servicios que se retribuyen mediante la percepción del tributo en cuestión: “higiene, contralor, seguridad, asistencia social, organización, coordinación del transporte y cualquier otro no retribuido por un tributo especial que tienda al bienestar general de la población”.

No podría jamás considerarse que estas prestaciones –en palabras de la propia Corte-  no “se inscriben dentro del ámbito de facultades que, por su naturaleza, son propias de los municipios”, que constituyen “la administración de aquellas materias que conciernen únicamente a los habitantes de un distrito o lugar particular sin que afecte directamente a la Nación en su conjunto, y, por lo tanto, debe estar investido de la capacidad necesaria para fijar las normas de buena vecindad, ornato, higiene, vialidad, moralidad, etc. de la comuna y del poder de preceptuar sanciones correccionales para las infracciones de las mismas...”.

Incluso de manera expresa la CSJN expresa que las normas federales “rigen intereses, derechos y deberes de otra naturaleza, directamente inherentes a la condición jurídica de empresa de comunicaciones de telefonía (confr. doctrina de Fallos 135:19 y 161:437, entre otros), razón por la cual no se observa que en el sub lite resulte afectada la doctrina referida en el considerando 9º.”

Por lo que el fallo ha dejado claro que la falta de incompatibilidad legal está dada por la diversa naturaleza de las actividades que regulan las normas de uno y otro rango.

Surge claro por tanto, que no existe una mayor o diferente extensión en la naturaleza de los servicios a los que la Corte refiere en su pronunciamiento con los considerados por el art. 164 del citado ordenamiento.

Conforme lo expuesto surge con meridiana claridad que no puede sino descartarse que la imposición tributaria aquí cuestionada interfiera u obstaculice el servicio telefónico que brinda TELECOM PERSONAL, por cuanto el tributo de que se trata ha sido sancionado dentro de las facultades que competen al Municipio de San Francisco, siendo que la normativa federal 
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prevé expresamente que  la empresa accionante puede ser gravada por tasas de esta índole, y porque no teniendo la imposición carácter confiscatorio, no dificulta ni impide la libre circulación territorial del servicio telefónico.

Respecto de la tasa que paga la contribuyente a la Comisión Nacional de Comunicaciones, conviene expresar que esta cuestión en nada interfiere con la pretensión municipal. Así, de la minuciosa lectura del art. 6 del decreto 1185/90 que crea este organismo, no surge siquiera someramente, de ninguno de sus incisos (que abarcan desde la A hasta la V) algún tipo de incompatibilidad respecto del tributo municipal por el ejercicio del comercio.

Así, sólo del art. 6 inc s), podría haber surgido tal error de interpretación. Tal dispositivo establece, dentro de la competencia de la Comisión, la de fijar y percibir las tasas, derechos y aranceles en materia de telecomunicaciones.

 Pero no debe confundirse el ejercicio de una función irrenunciable del Estado (detallada por lo demás en el art. 186 de la Constitución Provincial), con los diferentes mecanismos de control o subsistencia técnicos de los entes controladores de determinadas actividades. 

Por lo que no corresponde hacer lugar al agravio expuesto.
IV) Se agravia la firma desde que considera que la Municipalidad de San Francisco ha violentado lo dispuesto por el “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” en cuanto el mismo deroga las tasas municipales que afectan los mismos hechos imponibles que los Impuestos, pacto al que la Provincia de Córdoba oportunamente adhiriera. Considera que no podría sostenerse su falta de vigencia por cuanto “los pactos están hechos para ser observados”. 

En este punto debemos resaltar que –tal como surge de la resolución recurrida y mal que no acuerde con ello la apelante- el citado Pacto, del 12/08/93 (B.O. 02-09-93), no deja dudas en el segundo párrafo de la declaración Primera, punto 2: 
"...se promoverá la derogación de las tasas municipales que afecten los mismos hechos económicos que los impuestos provinciales detallados en los párrafos anteriores, sea a través de la remisión del respectivo proyecto de ley a la Legislatura Provincial o a través de la recomendación a los municipios que cuenten con competencia para la creación y derogación de tales gravámenes..." (sin subrayar en el original).

Aun sin entrar a analizar si la tasa en cuestión afecta los mismos hechos económicos que los impuestos provinciales detallados en la norma (lo que por cierto no ocurre), el párrafo transcripto habla sólo de una eventual PROMOCION de derogaciones y, para el caso de San Francisco, de futuras RECOMENDACIONES de la Provincia a sus municipios autónomos.

En consecuencia, sólo la Municipalidad de San Francisco (autónoma y competente para crear y derogar sus tributos) se encuentra habilitada a derogar sus propias, constitucionales  y legítimas normas, no teniendo incidencia práctica alguna eventuales PROMOCIONES o RECOMENDACIONES de extrañas jurisdicciones que carecen de facultades
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 para derogar o modificar por sí mismas las normas dictadas por el Poder Legislativo Municipal.

A ello cabe agregar que tampoco en este caso la Provincia de Córdoba ha "recomendado" la derogación del tributo de que se trata.

Resulta trascendente notar que tal "recomendación" por parte de la Provincia de Córdoba no ha tenido lugar desde que no hay pugna alguna con los tributos provinciales y ésta se trata de una tasa por servicios efectivamente prestados.

Por otra parte, la Comisión Federal de Impuestos –tanto en pronunciamientos de su Comité Ejecutivo como en los respectivos Plenarios– entendió que un tributo similar al que nos ocupa no se hallaba en pugna con el Pacto Federal para la Producción, el Empleo y el Crecimiento del 12 de Agosto de 1993 (ver Resoluciones del Comité Ejecutivo N° 7 -13/8/76-; 10 -20/9/76-; 12 -25/10/76-; 53 -25/6/87-; 174 – “Microsules y Bernabó S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto de la Provincia de Córdoba”-; 176 -29/10/99, “Finadiet S.A.C.I.F.I. c/ Municipalidad de Río Cuarto – Provincia de Córdoba” y 177 -29/10/99, “Hoeschst Marion Roussel c/ Municipalidad de Río Cuarto – Provincia de Córdoba” y Resoluciones N° 26 y 70 -03/03/00- del Plenario). Todas ellas con expreso apoyo de la Provincia de Córdoba.

Por lo que no corresponde atender tampoco estos agravios.

V) En apartado “III” de su recurso la firma impugna asimismo la resolución de la Administración en cuanto resuelve aplicar una sanción por omisión fiscal. Expresa que –eventualmente– habría mediado en su actuar un “error excusable”, fundado en el carácter de al menos opinables de cada uno de los fundamentos expuestos y que lo llevó a no considerarse sujeto pasivo del tributo en cuestión.

Nuevamente conformamos aquí con lo que fuera ya expuesto en la Resolución N° 0034- ADM./F.E./2004 – AGIP, que ahora se ha impugnado.

En efecto, la referida figura legislada en el art. 78, último párrafo del C.T.M.V. (art. 68, Ordenanza N° 4360/97, Código Tributario anterior), se configura objetivamente ante la falta de pago parcial o total (siendo este el caso) de un tributo, por lo que, conforme lo manifestado a lo largo de todas estas actuaciones, debe tenerse por acreditada la materialidad de la infracción. 

Por otra parte, y en cuanto al elemento subjetivo requerido por la figura de Omisión Fiscal, también es cierto que de las constancias administrativas obrantes en este municipio, surge que la conducta desplegada por la impugnante encuadra en la tipificación de las normas infraccionales imputadas, toda vez que ha omitido cuanto menos culposamente el cumplimiento total de la obligación tributaria sustancial exigible por este Municipio.

Por otra parte, no resulta atendible la circunstancia aludida de haber sido necesario –a los fines de la determinación del tributo– el haber esgrimido “argumentos suficientes de derecho que sustentan su oposición a la obligación tributaria”. En efecto, los términos legales que en estas actuaciones fueran ventilados, aparecen claros y han sido invariablemente confirmados por esta Administración.
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Por lo que corresponde ratificar el encuadramiento y monto de la  sanción impuesta en Resolución 00034-ADM./FE/2004-AGIP (art. 68, Ordenanza N° 4360/97, Código Tributario Anterior, y art. 78, último párrafo del C.T.M.V.), toda vez que omitió totalmente el pago del tributo debido correspondiente a los períodos fiscales bimestrales 01 a 06 del año 1999; 01 al 06 del año 2000; y mensuales 01 al 12 del año 2001; 01 al 12 del año 2002; 01 al 12 del año 2003; y 01 al 06 del año 2004, todos ellos inclusive.

La impugnante no expresa agravios en relación a la imposición de multa en virtud de haber cometido la infracción de Incumplimiento a los Deberes Formales (art. 79 del C.T.M.V.), por lo que corresponde tenerla por conformada, ratificando su imposición y estimación efectuada por la Resolución N° 0034-ADM./F.E./2005-AGIP.

Por lo expuesto, normas legales citadas, y lo dispuesto por los arts. 135  y conc. del CTMV, el Intendente Municipal en uso de sus facultades

DECRETA:

Art.1º) NO HACER LUGAR al Recurso de Apelación deducido por la contribuyente "TELECOM PERSONAL S.A.”, Registro N° (No Posee) en contra de la Resolución N° 0034-ADM/F.E./2005-AGIP de fecha 28 de Octubre de 2005 de  la Administración General de Ingresos Públicos de la Municipalidad de San Francisco.

Art.2°) Hacer saber a la contribuyente que la presente resolución causa estado y produce el agotamiento de la instancia administrativa.

Art.3°) PROTOCOLICESE, notifíquese y dése copia.

                                                               DEPARTAMENTO EJECUTIVO

                                              SAN FRANCISCO 23 DE OCTUBRE DE 2006
